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el modelo de monopolio público: 
el caso de méxico
LuIS FerNey MoreNo caStILLo*
INtroduccIóN 
La organización del mercado eléctrico mexicano se funda-
menta en el modelo de monopolio público, que debe ser 
entendido como aquel en el que se suprime la libre compe-
tencia y se reemplaza el mercado por el Estado. 
a diferencia del concepto de monopolio estatal puro 
vigente en venezuela, para el caso mexicano se establece la 
figura del comprador único, en el cual las empresas públicas 
tienen derecho especial y exclusivo a comprar la energía 
eléctrica producida por terceros. Pero, ¿cuál es la razón por 
la cual México continúa basando su mercado en este modelo 
mientras que en los demás países de la región la tendencia 
dominante es hacia la libre competencia?
En respuesta a lo anterior, se debe tener en cuenta que la 
soberanía constituye un valor nacional fundamental para la 
población y los gobernantes de ese país. asimismo, existen 
factores de tipo económico que intervienen en la decisión de 
mantener el modelo de monopolio público. En ese sentido, 
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México dispone de enormes yacimientos petroleros, así como 
de recursos necesarios para lograr una efectiva financiación 
de la prestación del servicio público de energía eléctrica en 
el marco de un modelo de monopolio público. 
En desarrollo de este artículo, analizaremos las normas 
jurídicas del sector eléctrico en los diferentes momentos 
históricos, detallando su contexto político, económico y 
social, para posteriormente analizar las principales fuentes 
del derecho vigentes en el modelo de monopolio público. 
Finalmente, nos ocuparemos de determinar las característi-
cas del modelo de monopolio público a la luz de las fuentes 
de derecho vigentes, y con base en ello precisaremos las 
modalidades de intervención estatal y el grado de deroga-
ción de la libre competencia. 
I. eVoLucIóN HIStórIca deL ModeLo 
MexIcaNo eN eL ordeNaMIeNto JurídIco
al examinar la evolución del ordenamiento jurídico mexi-
cano se puede observar que se ha presentado una oscilación 
entre la libre empresa y la sustitución del mercado por la 
intervención del Estado.
Una primera etapa, caracterizada por la variación de las 
concesiones en pro de la libre empresa, se presentó entre los 
años 1857 y 1960 a partir de la expedición de la Constitución 
de 1857 (M. de La MadrId, s.f.), fundamentada en la filosofía 
del Estado Liberal. 
Hacia el año 1887, el rol del Estado mexicano se limitaba 
al otorgamiento de concesiones y en ese contexto el sector 
eléctrico mexicano se caracterizó por una fuerte participa-
ción de empresas privadas nacionales y extranjeras que, de 
conformidad con los principios y reglas constitucionales, 
obtuvieron concesiones del Gobierno (díaz-BautISta, 2005: 
19). El servicio estaba organizado por regiones (ídem), y 
en cada una de ellas las empresas operaban de manera 
integrada verticalmente. 
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La nueva Constitución Política Mexicana de 1917 se ins-
piró en un modelo de economía mixta en el que coexistían 
los sectores público, social y privado (cre, 2004), lo cual 
de cierta manera determinó el modelo de prestación del 
servicio público de energía eléctrica vigente hasta antes de 
producirse la Reforma Constitucional de 1960.
En 1926 fue promulgado el Código Eléctrico nacional 
(ceN), siendo ésta la primera ley mexicana en materia de 
energía eléctrica, y en ella se estableció el concepto de 
servicio público de energía, a pesar de lo cual los inversio-
nistas privados nacionales y extranjeros fueron quienes en 
la práctica continuaron suministrando energía eléctrica a 
los habitantes.
En 1934 se creó la Comisión Federal de Electricidad (cFe)1 
como una agencia de regulación y coordinación entre las 
autoridades y las empresas privadas (ídem: 5). sin embargo, 
esta iniciativa conllevó a la implementación de un modelo 
de prestación mixta del servicio de energía generando la 
coexistencia entre competencia, libre empresa e intervención 
estatal de tipo empresarial y de tipo regulatorio. Posterior-
mente, en 1938 se promulgó la Ley de servicio Público de 
Electricidad (LSpe).
Este esquema permitió que las empresas monopolís-
ticas regionales se consolidaran, más aún cuando el país 
no disponía de un sistema eléctrico que permitiera a una 
pluralidad de empresas operar en una misma red de trans-
porte (ídem: 26).
En una segunda etapa, a partir de la Reforma Consti-
tucional de 1960, se introdujo el monopolio estatal en la 
prestación del servicio público de electricidad mediante la 
decisión de nacionalizar el servicio de energía eléctrica al 
agregar el siguiente parágrafo al artículo 27 de la Consti-
1 Que se convertiría en gran proveedor del servicio público de energía desin-
centivando al sector privado.
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tución: ‘‘Corresponde exclusivamente a la nación generar, 
conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica 
que tenga por objeto la prestación del servicio público. En 
esta materia no se otorgarán concesiones a los particulares 
y la nación aprovechará los bienes y recursos naturales que 
se requieran para dichos fines”.
En la práctica, a efectos de implementar su decisión, el 
gobierno mexicano compró las acciones de las empresas 
privadas y anuló algunas concesiones (díaz-BautISta, op. 
cit.: 26). En consecuencia, el péndulo se desplazó nuevamen-
te, pero esta vez hacia la intervención estatal, suprimiendo 
el derecho de libre empresa del sector privado a prestar el 
servicio de energía eléctrica y se eliminó toda competencia 
en este campo. Esta nacionalización de la industria eléctrica 
mexicana se hizo esencialmente con la formación de un 
mercado integrado verticalmente a nivel nacional y el esta-
blecimiento de un régimen tarifario único, acompañado de 
un sistema de subsidios, que permitió mantener constantes 
las tarifas entre 1960 y 1973.
Hacia 1975, en desarrollo de la Reforma Constitucional de 
1960, el Congreso mexicano derogó la LSpe de 1938 y aprobó 
una nueva Ley de servicio Público de Energía Eléctrica, 
actualmente vigente.
En 1983, el artículo 27 de la Constitución fue objeto de 
una nueva reforma, en el sentido que se estableció que la 
energía eléctrica constituye un dominio estratégico del Es-
tado mexicano (acentuación del modelo) a partir del cual 
puede interpretarse que no hay monopolio público en lo 
que se refiere a la autogeneración y a la cogeneración de 
electricidad para fines de autoconsumo (de La MadrId, op. 
cit.: 232) (moderación del modelo).
Por último, se puede identificar una tercera etapa entre 
el año 1992 y año 2002 consecuencia de la expedición del 
doF de 23 de diciembre de 1992 que significó una apertura 
que permitió al sector privado participar en la prestación 
del servicio de energía eléctrica desarrollando actividades 
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no consideradas como servicios públicos, tales como la 
autogeneración, la cogeneración, la pequeña producción, 
la producción independiente para la venta a la Comisión 
Federal de Electricidad, la importación y la exportación. En 
consecuencia, por primera vez después de la nacionalización 
del sector eléctrico en 1960, los particulares fueron autori-
zados para participar en la generación de electricidad.
asimismo, en 1993 fue creada la Comisión Reguladora de 
Energía (cre), configurado en primer lugar como un órgano 
consultivo en materia de electricidad, pero convirtiéndose 
en 1995, con la promulgación de la Ley de la Comisión 
Reguladora de Energía, en regulador del sector de gas na-
tural y electricidad en el país con plena autonomía técnica 
y operativa respecto de la secretaría de Energía.
En ese mismo año entraron en vigencia, por una parte, 
la Ley Federal de Competencia Económica, con la cual se 
buscó aplicar los principios de la libre competencia a todas 
las actividades económicas sin excepción alguna y, por otro, 
la reglamentación de la Ley del servicio Público de Energía 
Eléctrica2 en la cual se habían definido las actividades no 
consideradas como servicio público.
En el mismo sentido, en febrero de 1994 se creó un or-
ganismo público descentralizado Luz y Fuerza del Centro 
(LFc), encargado de la prestación del servicio público de 
electricidad (generación, transporte y distribución) reafir-
mando el monopolio público existente. De igual manera, 
la aprobación del tratado de Libre Comercio de américa 
del norte (NaFta) en 1994, ejerció una importante influencia 
en el mercado eléctrico en lo atinente a las importaciones y 
exportaciones de electricidad.
2 ver Ley del 22 de diciembre de 1975, Ley del servicio Público de Energía 
Eléctrica reglamentada por doF de 31 de mayo de 1993.
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II. prINcIpaLeS INStruMeNtoS JurídIcoS VIgeNteS 
Los principales instrumentos jurídicos se encuentran con-
tenidos en la legislación nacional mexicana, así como en las 
disposiciones del tratado de Libre Comercio de américa 
del norte (NaFta).
A. Legislación nacional 
El sistema jurídico se halla fundamentado principalmente 
en los artículos 27 y 28 de la Constitución Política, la Ley 
del servicio Público de Energía Eléctrica de 1975, la regla-
mentación de la misma (doF de 31 de mayo de 1993), la Ley 
orgánica de la Comisión Reguladora de la Energía, la Ley 
orgánica de la administración Pública Federal y el tratado 
de Libre Comercio de américa del norte (NaFta) de 1994. 
En la anterior normatividad se encuentran plasmados los 
siguientes instrumentos jurídicos: la titularidad pública 
exclusiva del Estado, la titularidad privada para ciertas 
actividades no consideradas servicio público, la planifica-
ción y la regulación.
La titularidad pública encuentra su fundamento en el 
artículo 27 de la Constitución Política que establece que 
“corresponde exclusivamente a la nación generar, con-
ducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica 
que tenga por objeto la prestación del servicio público”, y 
señala que “en esta materia no se otorgarán concesiones a los 
particulares y la nación aprovechará los bienes y recursos 
naturales que se requieran para dichos fines”, con lo cual 
se configura la titularidad pública en concepto de gaSpar 
arIño (2003: 552). así, al no permitirse el otorgamiento de 
ninguna concesión a los particulares, implícitamente se 
excluye toda posibilidad de que los particulares ejerzan su 
derecho a la libre empresa.
Respecto a la titularidad privada de las actividades no 
consideradas servicio público, la Ley del servicio Público 
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de Energía Eléctrica de 1975 (reformada por el doF de 23 
de diciembre de 1992) no considera como servicio público 
las actividades de autogeneración, cogeneración, pequeña 
producción, producción independiente, importación y 
exportación, lo cual significa que estas actividades son de 
titularidad privada, es decir, no están reservadas al Estado 
y cualquiera puede realizarlas en ejercicio de su derecho a 
la libre empresa.
La planificación es otro de los instrumentos jurídicos 
existentes en este modelo de organización del sector eléctrico 
por cuanto el diseño de la política y planeación energética 
corresponde a la secretaría de Energía3 y la planeación del 
sistema Eléctrico nacional corresponde a la Comisión Fe-
deral de Electricidad. Lo anterior en la medida en que se 
considera que esta función hace parte de la prestación del 
servicio público4.
Finalmente, a pesar de que el servicio público de energía 
es suministrado de manera exclusiva por el Estado –en los 
ámbitos central o nacional–, la regulación constituye un 
instrumento de organización del mercado eléctrico cuyo 
objetivo es salvaguardar la prestación de los servicios 
públicos, proteger los intereses de los usuarios, proveer 
una cobertura nacional adecuada y ofrecer confiabilidad, 
estabilidad y seguridad para el suministro y la prestación 
del servicio, así como promover la generación, exportación 
e importación de energía eléctrica, que son actividades 
realizadas por los particulares5.
3 numeral VI artículo 33 de la Ley orgánica de la administración Pública Fe-
deral de 29 de diciembre de 1976, modificada mediante doF de 2 de febrero 
de 2006.
4 artículo 4 de la Ley del servicio Público de Energía Eléctrica, modificado 
mediante doF del 31 de mayo de 1993.
5 artículo 3 del Decreto del 4 de octubre de 1993, mediante el cual se crea 
la Comisión Reguladora de Energía y se le reconoce autonomía técnica y 
operativa respecto de la secretaría de Energía, de Minas y de industria para 
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En consecuencia, los cuestionamientos que inmedia-
tamente surgen son dos, ¿por qué razón existe en este 
modelo un instrumento como la regulación?, ¿está regla-
mentada dicha regulación? En efecto, para aLexIS JacQueMIN 
y tuLkeNS (1989: 232) existen diferentes formas de controlar 
los monopolios, tales como la regulación de precios y la 
creación de impuestos, pero ¿estos controles son aplicables 
a los monopolios públicos? En nuestra opinión la respuesta 
es positiva, por cuanto que de acuerdo con la teoría, los 
monopolios –sean públicos o privados– tienen los mismos 
comportamientos. De esta manera, por lo menos se logra 
justificar la regulación de precios. En la práctica, en el caso 
mexicano la Comisión Reguladora de Energía cuenta con 
atribuciones para reglamentar los precios6.
B. El Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(nafta) y sus efectos en el ordenamiento interno mexicano
Por el norte, México tiene interconexiones eléctricas con 
su vecino americano en los Estados de California, texas y 
arizona; y por el sur, con belice y Guatemala. Estas inter-
conexiones internacionales fueron objeto de un conjunto de 
reglas de derecho, normas internas y acuerdos bilaterales 
y continentales.
1. Normas internas 
Las normas internas sobre interconexión internacional e 
importación y exportación de electricidad son básicamente 
estatal y el artículo 3 de la Ley de la Comisión Reguladora de Energía de 31 
de octubre de 1995.
6 numerales I, IV, V del artículo 3 de la Ley de la Comisión Reguladora de 
Energía de 31 de octubre de 1995, y numeral xI del Decreto de 4 de octubre 
de 1993 por el cual se crea la Comisión Reguladora de Energía como órgano 
administrativo descentralizado de la secretaría de Energía, Minas y de in-
dustria para estatal. 
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tres: la Ley del servicio Público de Electricidad (LSpe), el 
Reglamento de la LSpe y la Ley de la Comisión de Regula-
ción de Energía (cre). Esta legislación prevé la posibilidad 
de que la cFe y LFc realicen actividades de importación y 
exportación de energía, y les otorga a los cogeneradores, 
productores independientes y pequeños productores la 
posibilidad de exportar electricidad o de importarla úni-
camente con fines de autoconsumo.
Para todas las operaciones de importación y exportación 
se exige una autorización otorgada por la cre previo examen 
del expediente correspondiente. En tratándose de autori-
zaciones de exportación, la cre debe verificar que se trate 
de proyectos de cogeneración, producción independiente 
o pequeña producción. Para el caso de autorizaciones de 
importación, corresponde a la cre examinar los contratos 
suscritos entre el proveedor extranjero y el usuario mexicano 
(autoconsumo).
2. Tratados internacionales de libre comercio 
En materia de electricidad, México ha suscrito dos tratados 
internacionales: el tratado de Libre Comercio de américa 
del norte (NaFta) y el Plan Puebla-Panamá.
En primer lugar, el NaFta celebrado entre México, Esta-
dos Unidos y Canadá, fue suscrito en 1993 y entró en vigor 
el 1.º de enero de 1994. si analizamos específicamente lo 
relativo al comercio de electricidad, podemos observar que 
dicho tratado contiene dos modelos bilaterales: Canadá-eua 
y eua-México. Lo anterior puesto que el comercio entre Ca-
nadá y México es muy reducido en razón de los obstáculos 
geográficos para la movilidad eficiente de energía entre 
ambos países (áNgeLeS, op. cit.). 
asimismo, el Capítulo VI establece algunas reservas 
y disposiciones especiales en materia de energía, tales 
como que el Estado mexicano se reserva la inversión y la 
prestación del servicio público de electricidad en todas sus 
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etapas (generación, transporte, transformación y comer-
cialización), no obstante lo cual, en este texto se prevé la 
posibilidad de realizar inversiones en México en materia de 
autogeneración, cogeneración y producción independiente 
de electricidad (ídem). 
Por su parte, el anexo III señala detalladamente cuales 
son las actividades reservadas al Estado mexicano –una 
de las cuales es la electricidad–, y establece los parámetros 
para la desregulación de las actividades reservadas al Es-
tado, principalmente en lo relativo a la participación de los 
inversionistas privados en México.
En segundo lugar, con el Plan Puebla-Panamá –aprobado 
en una Cumbre de Jefes de Estado de la región en el 2004– 
se buscó crear un mercado regional de electricidad entre 
México y américa Central.
En dicha cumbre se aprobaron varias iniciativas, siendo 
la más ambiciosa aquella relativa a la interconexión ener-
gética regional que giraba en torno a tres proyectos: 1. La 
interconexión México-Guatemala mediante la construcción 
de una línea de 400 Kw en 100 km entre las subestaciones 
de tapachula (México) y Los brillantes (Guatemala). El 
proyecto se refiere no solo a la parte física sino también a 
la comercialización bilateral de electricidad; 2. El sistema 
de interconexión Eléctrica entre los países de américa 
Central (SIepac), que involucra a Guatemala, El salvador, 
Honduras, Costa Rica y Panamá. En este proyecto también 
están previstos dos frentes: por un lado, la creación de un 
Mercado Eléctrico Regional (Mer), con reglas comunes, un 
órgano de regulación y un operador regional; y por otro 
lado, la construcción de la línea SIepac, esto es, 1.830 km de 
líneas de 230 kW, así como las conexiones con las subesta-
ciones de transformación de cada uno de estos países; y 3. 
El proyecto de interconexión entre Guatemala y belice, con 
el fin de integrar a belice al Mer mediante la construcción 
de una línea de 230 kW con 195 km, entre las subestaciones 
de santa Elena del Petén (Guatemala) y la ciudad de belice. 
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Esta interconexión internacional implica la construcción 
previa de una línea nacional para transportar la electricidad 
hasta la región del Petén.
otra de las iniciativas aprobadas en dicha Cumbre fue la 
promoción del uso de energías renovables y biocarburan-
tes con el fin de promocionar una explotación razonable y 
sostenible de los recursos naturales y modificar el esquema 
energético regional. Con esta inspiración, los países partici-
pantes implementaron el proyecto regional de promoción 
de energía geotérmica.
III. caracteríStIcaS deL ModeLo 
Como ya lo hemos visto, este modelo de organización del 
servicio público de electricidad ha estado vigente sin alte-
raciones desde 1960, siendo sus principales características 
la derogación de la libre competencia para la prestación del 
servicio público de energía eléctrica, la participación privada 
en actividades no consideradas como servicio público, y la 

















Como se puede observar, para el cumplimiento de los 
objetivos públicos se confía únicamente en la intervención 
del Estado.
A. La derogación de la libre competencia
El derecho positivo mexicano que regula el mercado eléctrico 
no consagra el derecho de los usuarios a escoger libremente 
el prestador del servicio y tampoco autoriza la existencia 
de una pluralidad de prestadores del servicio público de 
electricidad. además, no existe libre entrada al mercado ni 
separación horizontal y vertical de las actividades, y en el 
esquema de organización actual no hay libre competencia en 
el mercado mayorista ni en el mercado minorista, ni planifi-
cación del transporte en condiciones de libre competencia, 
gestión económica y técnica independiente de los agentes 
del mercado, comercialización separada de la distribución 
y libre competencia en la generación y comercialización. En 
consecuencia, es claro que se presenta una derogación de 
la libre competencia en este mercado7. sin embargo, existe 
solamente un elemento propio de la libre competencia que 
es tenido en cuenta en la legislación mexicana y que ha ge-
nerado modificaciones institucionales: la separación entre 
el ente regulador y los entes regulados.
Evidentemente, nos encontramos ante un mercado 
eléctrico monopolístico, de carácter estatal, en el cual dos 
empresas públicas (cFe y LFc) tienen derechos exclusivos y 
especiales para la prestación de este servicio público. así 
pues, es claro que los derechos exclusivos y especiales en 
favor del Estado que consagra la Constitución mexicana 
impiden el surgimiento y la implementación de un mercado 
de libre competencia, por cuanto la derogación de la libre 
7 otros Estados tienen un modelo similar: en américa Latina, Cuba y Puerto 
Rico, y en Europa, especialmente en Francia.
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competencia implica una intervención absoluta del Estado 
en el servicio público de energía eléctrica, la cual abarca la 
regulación, el control, el financiamiento y la administración 
exclusiva. 
Lo anterior podría parecer incomprensible o contra-
dictorio ya que, formalmente, la Constitución mexicana 
prohíbe los monopolios y las prácticas monopolísticas 
sin distinción alguna sobre su carácter público o privado 
(artículo 28). no obstante ello, conviene tener en cuenta 
que, con el fin de justificar el monopolio estatal existente 
en el servicio público de electricidad, la Constitución esta-
blece una excepción a esta regla al excluir de la noción de 
monopolio las funciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva en los sectores estratégicos, y principalmente en 
el de la energía eléctrica. 
si bien esta situación expresa la intención del Estado 
de mantener el modelo vigente a toda costa, la misma ha 
generado un profundo malestar en el seno de la sociedad 
mexicana y ha dividido a los partidos políticos. así, el tra-
dicional Partido Revolucionario institucional (prI) defiende 
el statu quo, mientras que los nuevos partidos políticos, 
como el Partido de acción nacional (paN), promueven el 
cambio.
En conclusión, la derogación de la libre competencia se 
define por los siguientes elementos: existencia de un único 
comprador, integración vertical y horizontal y ausencia de 
reglas de promoción de la competencia, a pesar de existir 
reglas sobre el control y defensa de la libre competencia. 
brevemente explicaremos cada una.
1. Comprador único
De acuerdo con lo señalado por JoSé roJaS (1999), se con-
sidera que existe un “comprador único” cuando una sola 
compañía compra a múltiples compañías que compiten en 
la fase de generación; tiene el monopolio de la transmisión 
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y puede vender a uno o varios distribuidores, o al consu-
midor final. Para este autor, México tiene un modelo de 
comprador único (áNgeLeS, op. cit.), el cual ha sustituido 
al modelo de monopolio público integrado8. 
En nuestra opinión, existe monopolio público y al in-
terior del mismo se presenta el fenómeno del comprador 
único, cuandoquiera que se compra la energía generada por 
múltiples empresas. En el caso particular de México, esta 
multiplicidad de generadores (productores independientes) 
diferentes a cFe, se presenta gracias a la reforma de la Ley 
del servicio Público de Energía Eléctrica de 1975 mediante 
doF de 23 de diciembre de 1992.
ahora bien, el simple hecho de admitir la existencia de un 
comprador único no lleva a concluir necesariamente que se 
haya sustituido al monopolio con una estructura integrada 
verticalmente, habida cuenta de que continúa existiendo 
monopolio de la generación de electricidad en tanto que 
servicio público y de que los particulares dedicados a la 
generación independiente solo pueden vender la energía 
eléctrica a la empresa pública monopolística, es decir, a la 
empresa cFe (roJaS, op. cit.)9. 
2. Integración vertical y horizontal 
De conformidad con la Ley del servicio Público de Energía 
Eléctrica de 1975 (modificada en 1992), la prestación de este 
servicio comprende la generación, conducción o transmisión, 
distribución y venta de energía a los usuarios; actividades 
éstas que se encuentran totalmente integradas en una misma 
8 J. roJaS y o. áNgeLeS corNeJo consideran que se pasó de un modelo de mono-
polio a un modelo de comprador único. 
9 La cFe genera electricidad pero también compra a productores independien-
tes, incluso y actualmente la compra se hace mediante concursos para la cons-
trucción de unidades surgidas de una planificación central, y es garantizada 
por contratos de suministro a largo plazo.
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unidad jurídica, bien sea la Comisión Federal de Energía 
(cFe), o sea Luz y Fuerza del Centro (LFc).
se entenderá por la actividad de generación “La produc-
ción de energía eléctrica a partir de fuentes primarias de 
energía, utilizando los sistemas y equipos correspondientes” 
según la definición del Reglamento de la Ley: 
En 2001, el sector público (generación pública) integrado 
por la cFe, la LFc y los productores independientes vincula-
dos a los programas de la cFe, representaban el 90,8% de la 
capacidad instalada total (42410 Mw); mientras que el sector 
privado, integrado por autogeneradores, cogeneradores y 
pequeños productores, representaba solamente el 9,2%.
ahora bien, en ese año los hidrocarburos suministraban 
el 62% de la capacidad total del sistema Eléctrico nacional, 
mientras que las fuentes de energía renovable (hidráulica, 
geotérmina, eólica) aportaban el 32%, y la energía nuclear 
y el carbón aportaban el 6%. Como se pondrá de presente 
más adelante, recientemente ha venido acrecentándose la 
participación de las energías renovables, y en particular la 
energía geotérmica y eólica. 
La conducción o transmisión, de acuerdo con el mismo 
Reglamento, es “La conducción de energía eléctrica desde 
las plantas de generación hasta los puntos de entrega para 
su distribución”. En 2002, dicha conducción se realizó me-
diante 689.928 km de líneas de tensión de 2,4 a 400 kW, de 
las cuales el 96% pertenecían a la cFe y el 4% a la empresa 
LFc (JIMéNez y otros, 2002).
La distribución se definió en el mismo texto como: “La 
conducción de energía eléctrica desde los puntos de entrega 
de la transmisión hasta los puntos de suministro a los usua-
rios”. Debe anotarse que la distribución es llevada a cabo 
por la cFe o por la LFc según la región, así la zona central 
corresponde al LFc y el resto del país corresponde a la cFe. 
Las relaciones jurídicas entre estos organismos públicos y 
los usuarios son de derecho público.
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De acuerdo con los registros oficiales, en el año 2003 se 
beneficiaron del servicio de energía eléctrica 26.953.614 de 
usuarios (residenciales, industriales, comerciales).
JoSé aLBerro (s.f.) sostiene que en el marco institucional 
actual de México se podría implementar la desintegración 
vertical de las actividades del sector eléctrico acudiendo a 
un esquema similar al utilizado para reestructurar el sector 
de los hidrocarburos, esto es, mediante la creación de subsi-
diarias de la sociedad peMex. En nuestro concepto ésta pro-
puesta sería interesante de implementar en el sector eléctrico.
3. Inexistencia de normas tendientes a promover 
la libre competencia, no obstante existir normas 
sobre control y defensa de la libre competencia
En México el único elemento de promoción de la libre com-
petencia que hemos podido observar es la liberalización 
parcial de la actividad de generación de energía, ya que se 
autoriza una generación privada que, en últimas, no rivaliza 
(por lo menos hasta ahora) con la generación pública que 
es ampliamente mayoritaria.
Desde 1993, en el ordenamiento jurídico mexicano existe 
la Ley Federal de Competencia que desarrolla el artículo 28 
de la Constitución. Dicha ley tiene por objeto la defensa de 
la libre concurrencia, y sobretodo el control de las conductas 
y prácticas susceptibles de afectar el normal funcionamiento 
del mercado. Esta ley es aplicable a todos los agentes eco-
nómicos y a todas las actividades económicas realizadas 
dentro del país (wItker y VareLa, 2003: 8) y, por tanto, es 
igualmente aplicable al mercado de la energía eléctrica.
según Jorge wItker (ídem: 113-168), en esta ley las con-
ductas o prácticas restrictivas de la competencia se clasifican 
de la siguiente manera: 
se debe entender que hay monopolio cuando se pre-
sentan conductas que pueden llevar a la fijación unilateral 
de precios, la supresión de la libertad de escogencia de 
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los consumidores y la adopción de una política de ventas 
independiente de las condiciones del mercado. Dentro 
de las prácticas monopolísticas se pueden distinguir las 
prácticas monopolísticas absolutas (que en la legislación 
colombiana se conocen como acuerdos contrarios a la libre 
competencia), las prácticas monopolísticas relativas (abuso 
de posición dominante en Colombia), concentración de 
empresas (fusiones o adquisiciones realizadas con el fin de 
reducir o entorpecer la libre competencia) y obstáculos al 
comercio entre los Estados.
adicionalmente, de acuerdo con este autor (ídem, 152-
160), existen otras conductas reguladas de manera especial, 
tales como las alianzas estratégicas, las licitaciones cuan-
doquiera que el proceso licitatorio no sea transparente, o 
la asignación directa de cuotas sociales.
En México, el órgano encargado de defender la libre com-
petencia es la Comisión Federal de Competencia (cFc) y cabe 
anotar que todos los casos decididos por la cFc hasta ahora 
están relacionados con procesos de concentración entre em-
presas dedicadas a la generación privada de electricidad.
así pues, dada la estructura del mercado del servicio 
público de energía eléctrica, la Ley Federal de Competencia 
no ha sido aplicada a ningún caso, y por el contrario, sí ha 
sido aplicada en casos relativos a actividades del sector 
eléctrico no catalogadas como servicio público, con el fin de 
controlar las operaciones de concentración entre empresas 
beneficiarias de una autorización. 
B. La libre competencia en las actividades 
no consideradas como servicio público
La libre competencia se presenta en las convocatorias para 
las adquisiciones que realiza la cFe en las cuales los parti-
culares pueden participar en las modalidades de pequeña 
producción y de producción independiente, incluyendo 
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allí la cogeneración o la autogeneración respecto de sus 
excedentes de electricidad10. 
ahora bien, dado que fueron los particulares quienes 
desarrollaron estas modalidades en las licitaciones reali-
zadas por la cFe, esto sirvió para que la Comisión Federal 
de Competencia (cFc) actuase en defensa de la libre com-
petencia, lo que explica la existencia de múltiples asuntos 
sometidos al estudio de este tribunal con miras a controlar 
las operaciones de concentración, de alianzas estratégicas, 
y de poder de mercado.
La cFc ha emitido a partir de entonces opiniones referidas 
a las operaciones de concentración y alianzas estratégicas 
conformadas para las licitaciones de adquisición de energía. 
En algunas de dichas opiniones, la Comisión ha emitido con-
ceptos favorables, dentro de los cuales podemos mencionar 
el consorcio entre iberdrola México y Mitsubishi Corporation 
y Electric Power Company para una licitación de la cFe.
además de las decisiones de la cFc, es importante poner 
de relieve otros sucesos en el campo jurídico, como la pro-
mulgación del decreto publicado en el doF de 24 de mayo 
de 2001 mediante el cual se reformó el Reglamento de la 
Ley del servicio Público de Energía Eléctrica, y se pretendió 
establecer, según coSSIo y cortéS (s.f.), que los particulares 
que produjesen energía para su autoabastecimiento pudiesen 
convertirse en vendedores permanentes de la cFe. 
Por otra parte, la reforma de 1992 a la Ley del servicio 
Público de Energía Eléctrica expedida para mantener el 
modelo de monopolio público en el servicio público creó 
una confusión entre lo que se considera o no servicio públi-
co al permitirles a los productores independientes vender 
energía de manera permanente a la cFe; así como permitirle 
a los pequeños productores vender sus excedentes a la cFe 
10 artículos 126 y 135, del Reglamento del 10 de noviembre de 1998 de la Ley 
del servicio Público de Energía Eléctrica en materia de aportes.
121
y a los autoabastecedores y cogeneradores vender sus ex-
cedentes de energía al servicio público una vez satisfechas 
sus necesidades.
En relación con lo anterior, el doctrinante LuIS VargaS 
(op. Cit.: 8) hizo una crítica de las diferentes modalidades 
de participación privada en el desarrollo de las actividades 
no consideradas como servicio público porque, en su opi-
nión, dichas modalidades se utilizan para prestar de manera 
fraudulenta el servicio público de electricidad exclusivo 
del Estado (servicio público paralelo) y para favorecer la 
inversión extranjera. 
así por ejemplo, el autoabastecimiento11, entendido como 
la utilización de energía eléctrica con fines de consumo 
personal, bajo la condición de que esta energía provenga 
de una central eléctrica destinada a satisfacer el conjunto 
de las necesidades de autoabastecimiento de sus socios o 
copropietarios; en opinión de VargaS (ídem: 7), se ha con-
vertido en un negocio, como quiera que estas empresas 
producen grandes cantidades de electricidad para consu-
mo de otros, vendiendo energía eléctrica a los socios, a los 
municipios, a las empresas de acueducto y alcantarillado 
y a otras empresas autoabastecedoras, todo lo cual vulnera 
dicha finalidad de autoconsumo. 
En cuanto se refiere a la cogeneración12, entendida como 
la producción de electricidad resultante de la eficiencia 
del proceso de producción de una empresa, en opinión 
de VargaS (ídem: 9) ha dado lugar al surgimiento de un 
comercio ilegal de energía eléctrica realizado a través de 
11 numeral I del artículo 36 de la Ley de diciembre 1975, Ley del servicio Público 
de Energía Eléctrica modificado mediante doF de 31 de mayo de 1993 y el 
artículo 101 del Reglamento de 10 de noviembre de 1998 de la Ley del servicio 
Público de energía eléctrica en materia de aportes.
12 numeral II del artículo 36 de la Ley de 22 de diciembre de 1975, Ley del servicio 
Público de Energía Eléctrica, modificada mediante doF de 31 de mayo de 1993 
y el artículo 103 del Reglamento de 10 de noviembre de 1998 de la Ley del 
servicio público de energía eléctrica en materia de aportes.
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las empresas asociadas a la cogeneración, el cual opera de 
la siguiente manera: el titular del permiso de cogeneración 
no es el operador del proceso de cogeneración, sino que 
es un inversionista que desarrolla el proyecto, posee una 
planta y vende energía eléctrica a las empresas asociadas 
a la cogeneración. En la práctica, dentro de las entidades 
asociadas a la cogeneración se encuentran los municipios, 
los operadores del servicio de distribución de agua potable, 
las empresas de transporte, las industrias, los hoteles, las 
maquilas, etc. así pues, estos permisos de cogeneración han 
perdido su esencia merced a las prácticas antes señaladas.
La producción independiente13, que es la generación de 
energía eléctrica a partir de una planta de capacidad supe-
rior a 30 Mw destinada exclusivamente a ser vendida a la 
Comisión o a la exportación, ha venido siendo desarrollada 
por empresas extranjeras y representa más de la mitad de la 
capacidad instalada en México (equivale a 63.214 Mw).
La pequeña producción14, que se destina para ser vendida 
a la Comisión, proviene de proyectos cuya capacidad no 
excede los 30 Mw en un área determinada por la secreta-
ría, e igualmente ostenta gran importancia en la capacidad 
instalada de electricidad del país. 
C. La intervención del Estado 
en sustitución del mercado
La tipología de la intervención del Estado mexicano en 
el mercado eléctrico se inscribe en el marco de un Estado 
13 numeral III del artículo 36 de la Ley de 22 de diciembre de 1975, Ley del ser-
vicio Público de Energía Eléctrica reformado mediante doF del 31 de mayo 
de 1993 y el artículo 108 del Reglamento del 10 noviembre de 1998 de la Ley 
del servicio Público de Energía Eléctrica en materia de aportes. 
14 numeral IV del artículo 36 de la Ley de 22 de diciembre de 1975, Ley del 
servicio Público de Energía Eléctrica reformado mediante doF de 31 de mayo 
de 1993 y el artículo 111 del Reglamento de 10 de noviembre de 1998 de la 
Ley del servicio público de energía eléctrica en materia de aportes. 
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mixto. sin embargo, desde 1960 la orientación ideológica y 
las prioridades de México en materia de energía han estado 
marcadas por los principios del intervencionismo. 
ahora bien, dado que existen diversos tipos de interven-
ción pública, conviene anotar que en el caso mexicano esta 
intervención se produce en un contexto en el cual existe 
monopolio público de la prestación del servicio público 
de energía eléctrica y los particulares están autorizados 
para desarrollar actividades no catalogadas como servicio 
público.
México ha implementado un tipo de intervención esta-
tal en la cual las empresas públicas monopolísticas se en-
cuentran sometidas a la planificación general del sector, así 
como a la regulación y al control del Estado. Esto significa, 
que estas empresas públicas no están facultadas ni cuentan 
con poderes para determinar el desarrollo del sector ni las 
tarifas de la energía eléctrica. 
veamos ahora los diferentes tipos de intervención del 
Estado mexicano en el sector eléctrico:
1. Regulación emanada del Estado
si bien es cierto que en México existe un monopolio público 
en la prestación del servicio público de energía eléctrica, esto 
no es razón suficiente para no contar con una autoridad de 
regulación especializada e independiente que reglamente 
las empresas públicas nacionales.
En efecto, en 1991 México creó la Comisión de Regula-
ción de Energía (cre), como un “órgano administrativo des-
concentrado de la secretaría de Energía, Minas e industria 
Paraestatal”15, dotado de una fuerte dosis de autonomía 
15 Decreto de 4 de octubre de 1993 mediante el cual se crea la Comisión Regu-
ladora de Energía como organismo administrativo descentralizado de la 
secretaría de Energía, Minas e industria paraestatal, doF del 4 de octubre de 
1993. 
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técnica, y con facultades para reglamentar la industria 
eléctrica de la secretaría de Energía, Minas e industria 
Paraestatal.
Parecería que la creación de la cre obedeció a la necesi-
dad de reglamentar las actividades de generación de energía 
autorizadas a los particulares desde la reforma realizada en 
1992. sin embargo, de acuerdo con las funciones y respon-
sabilidades asignadas a la cre por el artículo 3 del doF del 4 
de octubre de 1993, así como por el artículo 2 de la Ley de 
la Comisión de Regulación de Energía16, las funciones de 
regulación atribuidas a esta entidad están dirigidas tanto a 
las empresas públicas prestadoras del servicio público de 
energía eléctrica, como a los particulares que desarrollan 
actividades no consideradas como servicio público.
Es importante señalar que, además de la cre, tanto el 
Congreso como el Gobierno poseen facultades de regula-
ción. así, de conformidad con lo establecido en los artículos 
27 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
de México, el Congreso promulga leyes generales sobre el 
servicio público de electricidad. Por su parte, el gobierno 
federal, por intermedio de la secretaría de Energía tiene la 
facultad de dictar la política nacional energética, y de emitir 
normas relativas al servicio público de energía eléctrica (Ley 
orgánica de la administración Pública Federal)17.
La cre como la entidad que ostenta la especialización 
técnica necesaria para reglamentar el servicio público y 
las actividades privadas en el sector eléctrico cuenta con 
diversos instrumentos jurídicos de regulación18, bien se trate 
de la prestación del servicio público de energía eléctrica o 
16 Ley de 31 de octubre de 1995, Ley de la Comisión Reguladora de Energía, 
reformada mediante doF del 23 de enero de 1998. 
17 artículo 33 de la Ley orgánica de la administración Pública Federal de 29 
de diciembre de 1976, modificada mediante doF del 2 de febrero de 2006.
18 artículo 3 de la Ley de 31 de octubre de 1995, Ley de la Comisión Reguladora 
de Energía, modificada mediante doF del 23 de enero de 1998.
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de actividades no consideradas como servicio público. En 
nuestro concepto, es de gran importancia que en un con-
texto de monopolio público en la prestación del servicio 
de energía eléctrica, México cuente con una autoridad de 
regulación especializada y autónoma.
En México, los instrumentos jurídicos de regulación de 
la prestación del servicio público monopolístico en materia 
de energía son: la regulación de precios, la regulación sobre 
seguridad y calidad, y la regulación para que la prestación 
del servicio público de energía se realice al menor costo 
posible.
ahora bien, si se toman como ejemplo los instrumentos 
jurídicos descritos en un plano teórico por FraNcISco goN-
záLez (1997: 61), se observa cómo los instrumentos jurídicos 
antes señalados se corresponden con los que se utilizan en 
un mercado de monopolio privado.
En lo relativo a la regulación de precios, la cre interviene 
en la determinación de las tarifas para el suministro y venta 
de energía eléctrica a los usuarios de este servicio público; 
aprueba las metodologías mediante las cuales se calculan las 
contraprestaciones para la adquisición de energía eléctrica 
destinada al servicio público y aprueba las metodologías 
utilizadas para calcular las contraprestaciones por los 
servicios de transporte, transformación y suministro de 
energía eléctrica. En ejercicio de dichas facultades, la cre 
ha reglamentado la metodología para determinar la suma a 
pagar por los servicios conexos del contrato de interconexión 
entre cFe o LFc y los permisionarios19. Con fundamento en 
las facultades señaladas, la cre también ha establecido una 
matriz de pagos para los servicios de transmisión y de 
19 Comisión Reguladora de Energía, Resolución no Res/156/2002, por la que 
se aprueba la metodología para la determinación del costo total de corto 
plazo que se utilizará para el pago de la energía eléctrica que entreguen los 
permisionarios a la Comisión Federal de Electricidad (cFe) o a Luz y Fuerza 
del Centro (LFc). 
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sub-transmisión a los permisionarios, y en otra resolución 
aprobó los catálogos de precios por kilovoltio amperio de 
la cFe y LFc20. 
En cuanto se refiere a la regulación sobre calidad y seguridad, 
la cre no se limita a verificar –como lo señala el artículo 3 
de la Ley de la Comisión Reguladora de Energía–, sino que 
además expide la reglamentación correspondiente por ser 
el organismo dotado de la capacidad técnica necesaria para 
establecer estándares mínimos de calidad y seguridad del 
servicio.
Finalmente, en lo relativo a la regulación para que la pres-
tación del servicio público de energía se realice al menor costo 
posible, en la práctica aún se busca su eficacia. En todo 
caso, nos parece importante el intento realizado para que 
la prestación del servicio público se dé a un menor costo, 
en la medida en que este objetivo no debe estar reservado 
únicamente para los mercados de libre competencia. sin 
importar cuál sea la razón esgrimida para justificar la 
existencia de un monopolio público, en nuestro concepto 
es claro que los servicios públicos deben ser eficientes y 
beneficiar a los usuarios.
2. Supervisión y control
La facultad de supervisión y control corresponde a la cre. 
En virtud de sus atribuciones, este organismo ordena visitas, 
solicita informaciones y hace comparecer a sus oficinas a las 
empresas con el fin de realizar la supervisión y el control21. 
20 Comisión Reguladora de Energía. Resolución no Res /057/ 2000, por la que 
se aprueban los catálogos de precios y los costos unitarios del kilovolt ampere 
de capacidad de transformación, de la Comisión Federal de Electricidad y 
la Luz y Fuerza del Centro a que se refieren los artículos 12, 15 y segundo 
transitorio del Reglamento de la Ley del servicio Público de Energía Eléctrica, 
en materia de aportaciones. 
21 numeral xIx del artículo 3 de la Ley de la Comisión Reguladora de Energía 
(31 de octubre de 1995), reformada mediante doF del 23 de enero de 1998. 
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De igual manera, la cre puede imponer sanciones adminis-
trativas22 cuando se venda o revenda energía eléctrica sin 
que ello esté autorizado por la Ley del servicio Público de 
Energía Eléctrica.
nótese que en México la entidad reguladora tiene poderes 
para ejercer las dos funciones: regulación, y supervisión y 
control, situación diferente a lo que sucede en Colombia 
en donde estas dos funciones corresponden a organismos 
diferentes. En México la ventaja es que quien dicta las nor-
mas tiene un conocimiento directo del comportamiento de 
las empresas en el mercado. sin embargo, la desventaja es 
que se sacrifica la especialización a expensas de las labores. 
En todo caso, conviene recordar que en México el poder de 
vigilar las conductas contrarias a la competencia lo detenta 
la Comisión Federal de Competencia. 
3. Ayudas otorgadas por el Estado
Las ayudas otorgadas por el Estado están constituidas por 
el financiamiento de inversiones y la política de subsidios.
Después de la nacionalización de la industria eléctrica, 
las inversiones públicas en el sector de la energía eléctrica 
han sido significativas, y en ellas el Estado no solamente 
realiza las inversiones sino que también asume los riesgos 
que las mismas implican. 
En cuanto se refiere a los subsidios, los mismos son 
concedidos al sector residencial, al sector agrícola y a la 
mediana y grande industria. En el sector residencial, todas 
las clases sociales sin distinción alguna, se benefician de 
dichos subsidios, lo que en concepto de SHeINBauM y rodrí-
guez (2000: 37) constituye una asignación inequitativa de 
subsidios, en tanto que los usuarios pobres que consumen 
10,8 kWh mensualmente pagan una cuota de 8 pesos, es 
22 Ídem. 
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decir, que el kWh les llega a 74 centavos, mientras que una 
familia de clase media que consume 200 kWh mensuales 
paga cada kWh a 36 centavos. De acuerdo con lo señalado 
por estos autores, esta situación afecta a por lo menos 1,8 
millones de familias pobres. 
De igual manera, las desigualdades en los subsidios 
(ídem: 37) afectan al sector agrícola y al sector industrial, 
dado que dichos subsidios están concentrados en los gran-
des consumidores, lo cual genera desigualdades frente a 
las pequeñas industrias. 
todos estos subsidios son asumidos por las empresas 
públicas (carrILLo, s.f.), las cuales están obligadas a otor-
gar subsidios a los usuarios, sin la garantía de recibir las 
transferencias presupuestales por parte de la Federación. 
Por otra parte, las empresas públicas deben aplicar las ta-
rifas autorizadas con las cuales no se cubren los costos del 
servicio público (SHeINBauM y rodríguez, op. cit.: 36). 
4. Intervención empresarial principal y exclusiva del Estado 
a diferencia de lo que ocurre en Colombia o en argentina, 
en México existe un intervencionismo de tipo empresarial 
principal, bajo titularidad y exclusividad del Estado. 
¿Que significa principal? significa que se trata de un 
asunto que, por razones de soberanía nacional, es conside-
rado de primer orden. La Constitución mexicana reserva lo 
relativo al servicio público de electricidad para el Estado, 
lo cual trae las siguientes consecuencias: 1. los particulares 
no gozan del derecho económico a la libre empresa, y 2. no 
se consagra constitucionalmente la libre empresa para el 
mercado eléctrico (por supuesto, con la excepción indicada 
en acápites anteriores, que por demás no concierne al con-
junto del mercado y en consecuencia no es representativa). 
así pues, en México este tipo de intervención del Estado 
constituye una modalidad que deberá ser mantenida a 
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pesar de la implementación de reformas de tipo liberal 
(rodríguez-padILLa, s.f.).
coNcLuSIoNeS 
La evolución de la regulación del sector eléctrico mexicano 
objeto de estudio en este artículo nos enseña que el modelo 
del país nunca logró una convergencia, sino que mantuvo 
una oposición constante entre la intervención estatal y la 
libre competencia.
así mismo, consideramos que el modelo de monopolio 
público en américa Latina no es viable en el largo plazo en 
razón de su insostenibilidad, así como del surgimiento de 
una nueva realidad que obligará a cambiar la organización 
interna del servicio público de energía, como lo es la inte-
gración energética latinoamericana. 
Finalmente, en el análisis realizado al mercado eléctrico 
mexicano consideramos que el monopolio público permite 
lograr los objetivos públicos en mayor proporción que la 
libre competencia ya que, como se ha señalado, conforme 
a la experiencia mexicana se ha logrado el cumplimiento 
de muchos de los objetivos públicos propuestos. sin em-
bargo, es de observarse que estos logros tienen un costo 
social desmesurado y que son insostenibles por las razones 
expuestas en este artículo. 
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